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  Introducción


  Cecilia Cadena Inostroza1


  “[…] ahora nuestro peor enemigo está en casa, en casa, me refiero a la ley de transparencia” 2


  La transparencia es un término que en los últimos años se ha utilizado como elemento de la noción de democracia. No se conoce hasta la actualidad algún gobierno que se considere democrático, que no esté de acuerdo con la transparencia y que, por tanto, no haya establecido alguna clase de política para instaurarla. El término ha sido muy difundido por los organismos multilaterales como una forma de reducir la incertidumbre en los intercambios económicos, y muchos países lo han adoptado como parte de sus políticas internas.


  La transparencia implica, según Bahmueller (1982; cit. por Hood, 2007), que todos los actos oficiales realizados por funcionarios y políticos, deben ser conocidos por todos. Es la razón por la cual esta política se ha concentrado en mecanismos de acceso a la información. Sin embargo, en la puesta en marcha de diversos procedimientos para el acceso a la información, se encuentra una gran variedad de modalidades, que van desde la presentación de sumas y restas, informes oficiales sobre gastos y programas, hasta la entrega de información complejísima sobre actuaciones de los gobiernos. Los problemas que se derivan de estas visiones de la transparencia son diversos; uno es que en la mayor parte de los casos, la información se presenta como un medio para cumplir con la normativa y no con el propósito para el cual el dinero fue entregado, como menciona Merino en este mismo libro.


  Otro problema es que la información que aportan los gobiernos, no puede ser codificada y usada por los propios ciudadanos que aportaron los recursos; uno más es que, en la implementación de los mecanismos para acceder a la información, prevalecen problemas en la concepción de la transparencia, pues se entiende como un mandato normativo que por sí mismo podría modificar las prácticas políticas y administrativas.


  Estos problemas se derivan de haber otorgado a la transparencia un valor en sí mismo, como señalan Hood y Heald (2007), cuando en realidad se trata de una herramienta para alcanzar distintos objetivos, principalmente el de reducir los comportamientos asociados con la corrupción. Por otro lado, en nombre de la transparencia se pretende que se conozca todo de los gobiernos, sin considerar que el precepto normativo debe ser implementado por organizaciones, y que éstas constituyen entramados de personas con múltiples intereses, los cuales pueden modificar las intenciones de la ley (Arellano, 2008). Además, se han establecido políticas de forma general sin considerar que la transparencia tiene la dimensión normativa que permite “uniformar lo indispensable”, es decir, establecer parámetros y mecanismos mínimos o suficientes como para garantizar en la población el derecho de saber; la otra dimensión es en cuanto política pública, lo que implica tomar en cuenta las características propias de cada gobierno y en consecuencia, de cada organización (Merino, 2006).


  De acuerdo con los planteamientos anteriores, este libro ha tenido como propósito contribuir al análisis de la instrumentación de la transparencia y en particular, de acceso a la información en espacios municipales de México, que se han tratado de ilustrar mediante casos del Estado de México. La aplicación de políticas, a diferencia del diseño, conlleva la participación de una diversidad de actores con otra diversidad de visiones e intereses sobre un problema público. Lo que interesó a quienes participan en este libro no fue el análisis de la dimensión normativa, es decir, del diseño de la política, indispensable para poder abordar el acceso a la información como problema público, pero insuficiente para comprender el desarrollo y sobre todo, lo escaso de los resultados esperados. Lo que en verdad motivó a los autores de la mayoría de los textos que comprenden este libro, fue la premisa de entender la forma, los mecanismos y procesos a través de los cuales funciona el acceso a la información.


  En México, el imperativo de la transparencia llegó en el 2003, como un intento de disminuir los actos de corrupción, aunado a otros mecanismos como la fiscalización y evaluación de políticas. Aunque el establecimiento de este imperativo ha sido una exigencia de la sociedad mexicana desde que en 1977 se consagró en la Constitución el derecho a la información y a la libertad de expresión, pasando por la presión de organizaciones de la sociedad civil (como el Grupo Oaxaca), instituciones académicas y periodistas, no fue sino a partir del inicio de los procesos más amplios de apertura democrática y de liberalización económica que la influencia de organismos multilaterales, interesados en contar con mayor información sobre los intercambios económicos en el país, lograron comprometer a los gobiernos en el acceso a la información (Arzt y Mena, 2004; Escobedo, 2006; Martí, 2010).


  A partir de esos años se han diseñado disposiciones normativas e incluso en 2007 fue modificada la Constitución Política en su artículo 6, modificación que establece el acceso a la información como un derecho fundamental de los mexicanos. Se han creado igualmente órganos autónomos, garantes del principio de acceso a la información, y se han considerado los tres órdenes de gobierno como sujetos obligados para la puesta en marcha de esta nueva política.


  Los ejes teórico y empírico que estructuran este libro son el análisis de la dimensión organizacional, es decir, las interacciones entre actores, y el empírico a partir del conocimiento de los mecanismos prácticos del acceso a la información pública. Esto es, discutir los insumos teóricos que ayuden a comprender y argumentar mejor cómo funciona el acceso a la información en la práctica cotidiana de las organizaciones. Para ello se ha recurrido al análisis organizacional, es decir: al entramado de relaciones, intereses, percepciones y valores que animan a un grupo (Schein, 2010; Arellano, 2006 y 2008). Desde el punto de vista empírico, los aspectos que no son posibles de observar en análisis normativos e incluso de métrica, fueron documentados con datos sobre el desempeño de las administraciones municipales. Para ello se ha recurrido al trabajo de campo y la experiencia de gobiernos municipales.


  Ocuparse de analizar el orden de gobierno municipal, tiene relevancia porque diversos trabajos han demostrado que los cambios en los procesos políticos y administrativos pueden observarse de forma más inmediata en la escala municipal que a nivel nacional. También, que estos cambios pueden propiciar mejores resultados en términos de la confianza de los ciudadanos, debido a que la mejora en las condiciones de vida se reflejan con mayor claridad en un espacio territorial más acotado que lo que puede percibirse en el ámbito federal, por ejemplo.


  Es relevante además porque, como ya se mencionó, el derecho fundamental de acceder a la información es sólo un principio, que se materializa de acuerdo a condiciones locales, tanto territoriales como organizacionales, y que requiere de instrumentos de análisis empíricos a escalas micro. Otra razón es que la mayor parte de la producción científica se orienta hacia el orden federal y estatal, pero en menor medida hacia el municipal, cuando este orden de gobierno es el menos propenso a la transparencia (Cejudo y Ríos, 2010).


  Derivado del seminario “Acceso a la información en espacios locales del Estado de México. Una visión desde la organización” organizado en febrero de 2013 por El Colegio Mexiquense, A. C., un grupo de investigadores, funcionarios públicos y miembros de organizaciones civiles que participan en este libro y otros que no, nos dimos a la tarea de sistematizar las discusiones acerca de la dimensión organizaciónal y empírica del acceso a la información, el resultado son los capítulos que integran este volumen.


  La obra consta de seis capítulos agrupados en tres secciones: contexto y planteamiento teórico; mediciones de la transparencia, y casos empíricos. Las secciones corresponden al interés de presentar un análisis que considere el contexto y una propuesta teórica que ubique en la dimensión relacional el tema de la transparencia. La segunda intenta identificar las posibilidades y limitaciones de las mediciones de la transparencia, mientras que la tercera, ilustrar las dos secciones previas, mediante casos empíricos.


  Las acciones para disminur los actos de corrupción en México, desde el año 2000, han incluido las reformas legales, normas para la fiscalización de diversas entidades públicas y órdenes de gobierno, así como mejoras en el sistema de responsabilidad hacendaria y evaluación de las políticas. Sin embargo, como menciona Mauricio Merino en el capítulo 1, “Corrupción, transparencia y rendición de cuentas. Apuntes sobre el nuevo siglo en México”, la corrupción no ha disminuido. Los datos que presenta el autor respecto al descenso de México en los indicadores de transparencia, coinciden con las modificaciones constitucionales para regular y vigilar los programas y el uso del dinero público, así como con una mayor asignación de recursos para programas sociales que no han disminuido la inequidad social. Algunos de los argumentos que ofrece para explicar este fenómeno, se refieren a que los esfuerzos por abatir el problema han estado aislados y que se han centrado en la dimensión normativa, pero se ha perdido de vista el propósito de la política y del uso de los recursos.


  Esta visión documentada empíricamente coincide con el supuesto de que la dimensión normativa es un elemento sustantivo, pero debe ser complementada con el análisis de cómo se organiza e implementa la transparencia en tanto política. David Arellano, en el capítulo 2, “Ensayo sobre la transparencia como interacción social: opacidad, disciplina, control y resistencia”, formula la propuesta teórica para pensar la transparencia como una arena no neutral, ni libre de valores o de proyectos políticos. Para comprender mejor el problema de la implementación de esta política, Arellano propone centrar la mirada en la dinámica social como relación entre actores plurales y así considerar que ni la transparencia total ni la opacidad total son posibles; que la opacidad es una estrategia que puede ayudar a establecer mecanismos de cooperación entre actores, sobre todo cuando se trata de organizaciones. A partir de un análisis de los elementos esenciales de la política de la transparencia, como son la pluralidad y los costos de transacción, el autor nos ofrece un sustancioso análisis sobre este concepto, desde una perspectiva sociológica y del lenguaje. La política de la transparencia quiere, a fin de cuentas, imponer nuevas reglas para las relaciones y, según Arellano, constituye un proyecto político con elementos de control y por ello genera resistencias. Estos elementos ayudan a comprender las condiciones en las que se implementa el acceso a la información en los casos empíricos presentados al final del libro.


  En la segunda sección se ofrece la visión de las mediciones de la transparencia. La medición es un aspecto muy abordado en la literatura sobre acceso a la información (imco, Cimtra, Transparencia Mexicana, Cejudo, López Ayllón y Ríos, 2012, entre otros).3 La medición permite identificar el cumplimiento de la normativa o el tipo de información que se ofrece. El cumplimiento de la normativa es un aspecto relevante porque muestra hasta qué punto los gobiernos están preparados para presentar la información que por ley debe publicarse en las páginas de transparencia y ofrecerse a los ciudadanos. También permite medir el número de solicitudes que se presentan y el tiempo de respuesta. Las mediciones, sin embargo, deben explicar qué y para qué se hacen, porque implican también criterios diversos sobre lo que se quiere mostrar y éstos se deciden por la pluralidad de intereses, como sucede con la implementación de las políticas, como lo anota Arellano en el capítulo 2.


  De este modo, existen mediciones que pueden mostrar que los Ayuntamientos “cumplen” con las obligaciones normativas de la transparencia, o que atienden los requerimientos de información, pero al momento de verificar su contenido, resulta que la información está incompleta, no es legible, o que aparece y desaparece inesperadamente en las páginas de transparencia de los Ayuntamientos, como lo muestran José Luis Estrada y Cynthia Lizbeth Cedeño en el capítulo 3: “Transparencia y análisis de contenidos mínimos de los Ayuntamientos del Estado de México, 2012”.


  Lo más frecuente, según este capítulo, es encontrar en sus páginas información en un formato díficil de comprender para la mayoría de los ciudadanos. Aquí se presenta otra vez la contradicción entre la información que se publica, para cumplir con las normas oficiales, y con ello las obligaciones, pero que resulta insuficiente para el buen entendimiento y manejo asequible por parte de los ciudadanos. Así lo muestra Ricardo Corona en el capítulo 4, “Calidad de información: Un reto para la transparencia en las finanzas públicas”. En él realiza un análisis del Índice de Información Presupuestal que elabora el imco. Con algunos ejemplos del índice, el autor sostiene que los responsables de los Ayuntamientos, a la hora de presentar su información, no consideran criterios mínimos claros y entendibles, ni referencias para que pueda ser comprendida por los ciudadanos. Un ejemplo es el número de asignaciones de contratos; no se sabe si cinco o más es lo que permite la ley, o en el caso del manejo de la nómina donde se presentan conceptos salariales como “cantidad adicional”, sin que se sepa a qué corresponden tales ingresos.


  En ambos capítulos se observa que la medición puede ser útil para identificar el conjunto de información que ofrece cada organización; también para constatar si la información se corresponde con los contenidos que presenta. Pero, sumado a que la información que se publica es incompleta, ilegible o desaparece, con estas mediciones no es posible saber cuáles son las condiciones en que se produce esta información, lo cual impide explicar por qué se presenta de tal forma.


  Para conocer lo que las mediciones agreadas no pueden mostrar, es necesario acceder a otro tipo de metodología, más cualitativas y de este modo tratar de entender cómo se presentan las interacciones entre los actores en la implementación de la política, tal como lo ha señalado David Arellano en el segundo capítulo. Ahí, Arellano señala que las interacciones de un grupo en una organización están permeadas por la pluralidad de actores, visiones e intereses. Tales percepciones alteran o afectan las prácticas a partir de las cuales los actores ponen en marcha las reformas adminstrativas.


  En concordancia con estas ideas, en la tercera sección del libro se exponen dos casos empíricos que muestran los diversos ángulos de las secciones precedentes, y ponen en evidencia el papel fundamental que desempeña la dinámica organizacional en la instrumentación de las políticas públicas. En el capítulo 5 —“Acceso a la información en municipios del Estado de México. Algunos problemas desde la organización”—, de la autoría de Cecilia Cadena, María Esther Morales y Susana Machuca; se expone cómo la dinámica organizacional, en este caso la cultura, modifica los supuestos contenidos en la normatividad de la transparencia. No es que se contraponga, es que por los supuestos básicos, entendidos como la forma en que un grupo de actores concibe al otro, a la jerarquía, a los ciudadanos y a la propia ley; los actores ponen en práctica rutinas que no se corresponden necesariamente con los imperativos de la norma.


  Las autoras analizan las dinámicas organizacionales en 65 municipios (de 125 que comprende la entidad mexiquense) que aportan evidencia respecto a que en la implementación de esta política se han dejado de lado características particulares de las organizaciones municipales y el papel de los actores. Así se tiene, por ejemplo, que uno de los principales obstáculos para que los funcionarios ofrezcan la información a los ciudadanos es el desconocimiento de la ley, del procedimiento y del derecho ciudadano, pero también la desconfianza y el patrimonialismo hacia la información.


  En el capítulo 6 “Experiencias en la unidad de información para la transparencia y acceso a la información pública en el municipio de Tlalnepantla”, de Lluvia de Berenice Torres, se muestran a través de la trayectoria que sigue el proceso de acceso a la información en ese municipio, los ajustes organizacionales que son necesarios, y posibles, para implantar dicha política. En la descripción de este caso empírico, Torres —quien al momento de presentar el trabajo era la jefa de la Unidad de Información de Tlalnepantla— muestra claramente que para cumplir con los preceptos de la ley es más importante, por ejemplo, la concepción que de la transparencia tiene el líder y los apoyos que eso implica hacia el resto del Ayuntamiento, que los preceptos que la propia ley señala, muchos de ellos desconocidos por los funcionarios.


  Una conclusión general del conjutno de trabajos sería que a pesar de que en la literatura sobre organizaciones se han documentado las dificultades para la implementación de políticas, de la importancia de los actores en la definición de estrategias y la puesta en práctica de las diversas reformas, así como la repercusión del contexto y de las condiciones locales, algunos estudios sobre acceso a la información insisiten en analizar la calidad de la normativa o la publicación de la información. La calidad de la normativa es sin duda el elemento detonador para la implementación de la política, pero sin considerar la dimensión de la cultura, las relaciones y los diversos contextos, las argumentaciones sobre los resultados del acceso a la información estarán sesgadas e incompletas.


  Con la publicación de este libro se quiere abrir la puerta a formular más preguntas que respuestas. Se intenta impulsar la discusión acerca de los aspectos menos visibles del acceso a la información, pero que al mismo tiempo son los que revelan su funcionamiento o falta de funcionamiento. ¿Qué tanta transparencia se puede pedir y esperar?; ¿hasta qué punto el ocultamiento de información puede hacer sobrevivir a una organización?; ¿cuáles son las particularidades organizacionales que deben ser tomadas en cuenta al momento de poner en marcha tal o cual política?


  Los capítulos que aquí se presentan fueron escritos entre 2013 y 2014, cuando aún era vigente la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. En mayo de 2015 se modificó esta ley para llamarse ahora: Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual, como menciona Merino en el capítulo 1, incluye una nueva relación de las entidades federativas y los municipios con el nuevo Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, inai. Esta relación representa un reto para el orden de gobierno municipal, pues al tratarse de una ley general, dicho orden de gobierno adquiere obligaciones que antes no se habían considerado. Es por ello que adaptar la nueva ley a los estados y luego a los municipios reclama atención de la academia en aspectos particulares y organizacionales para entender mejor los retos a que se enfrentarán los municipios.


  Por último, quiero agradecer al Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) por el apoyo otorgado a través del proyecto “Riesgos de aislamiento de las agencias transparencia y acceso a la información pública. Caso de los municipios del Estado de de México”, con él fue posible realizar la investigación y discusión de estos temas, además de organizar el seminario del cual surgió este libro. Igualmente, quiero agradecer a la licenciada Miriam Vilchis González, asistente de este largo proyecto, pues su labor minuciosa y comprometida permitió entregar los resultados del trabajo en los tiempos establecidos, así como el armado de la obra.
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  I


  Corrupción, transparencia y rendición de cuentas. Apuntes sobre el nuevo siglo en México*



  Mauricio Merino Huerta**


  



  * Texto (actualizado) a la Conferencia de clausura del Seminario. Después de presentada esta conferencia, y durante este año 2015, fueron aprobados importantes mecanismos en favor de la rendición de cuentas como el Sistema Nacional Anticorrupción, además de la nueva Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y el Sistema Nacional de Transparencia. Es de destacar el Sistema Nacional Anticorrupción. Este sistema afectará las rutinas y dinámicas de los municipios mexicanos puesto que, entre otras cosas, significa que la Auditoría Superior de la Federación posee más facultades para fiscalizarlos, podrá auditarlos en “tiempo real” y revisar sus gastos pasados. No pueden predecirse todas las consecuencias del Sistema pero sí sabemos que marcará un antes y un después en la vida pública local. Por supuesto, mucho de lo que pase dependerá de la implementación que viene. No será rápido el armado del rompecabezas. Hay que aprobar normas, establecer organismos y elaborar y afinar mecanismos. Pero el Sistema está destinado a combatir la corrupción y a reconfigurar la rutina y el desempeño de los aparatos administrativos que la sostienen. Lo que sigue es cuidar la reforma para impedir que en el proceso de implementación, los propósitos se vean subvertidos. Ya está la letra grande, ahora resta asegurarnos de que se escriba bien la letra chiquita.


  Un recuento de la historia necesaria para llegar a la institución del Sistema Nacional Anticorrupción puede verse en “México: la batalla contra la corrupción”, documento de mi autoría preparado para el Mexico Institute del Wilson Center (Woodrow Wilson Center for International Scholars, Washington, D. C.), abril de 2015.


  ** Doctor en Ciencia Política por la Universidad Complutense de Madrid. Profesor-Investigador de la División de Administración Pública del Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide) y coordinador de la Red por la Rendición de Cuentas. Contacto: mauricio.merino@cide.edu.



  Para empezar, lo que quiero es plantear una propuesta de lectura sobre el fenómeno que nos ocupa —la corrupción—, que es más una propuesta de lectura, digamos, de orden institucional-procedimental. Para ello,divido la exposición en tres partes:


  Primero, es preciso decir que la pasada década, la primera del siglo xxi, ha sido un periodo en el cual México se propuso de manera sistemática —y aun voluntariosa— construir distintos mecanismos para tratar de evitar la corrupción, para producir un mejor acceso a la información pública, para perfeccionar la fiscalización, para evaluar políticas públicas, para tener un mejor sistema de responsabilidad hacendaria, entre otros objetivos. Así pues, hablamos de una década derivada del cambio democrático que vivió el país durante el último decenio del siglo xx.


  Como bien sabemos, en los años noventa el país vivió un cambio democrático histórico, que en su momento fue considerado incluso ejemplar, en el sentido de que se desarrolló de manera pacífica, ordenada y legítima. Este contexto permitió redistribuir el poder en México en una forma sui generis. Tras la alternancia en la Presidencia de la República sobrevino una larga secuencia de cambios institucionales que, en efecto, apuntaron en la dirección correcta del combate a la corrupción, en un proceso ampliamente reconocido por propios y extraños.
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